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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL- FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo  

Pereira, mayo doce de dos mil dieciséis
Expediente 66001-11-02-000-2016-00034-01
Acta Nro. 221 de mayo 12 de 2016
  



Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el accionante, Alfonso Uribe Aguirre, contra la sentencia del 29 de marzo de 2016, proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que promovió contra la ESE Hospital Santa Mónica de Dosquebradas. 
  



ANTECEDENTES
  



Señaló el demandante, por medio de apoderado judicial, que acudió a esta especial vía, con el fin de que se ampararan sus derechos fundamentales de “PETICIÓN y DEBIDO PROCESO”  que estima vulnerados por la ESE Hospital Santa Mónica de Dosquebradas, al negarse a emitir la información solicitada el 27 de enero de 2016, acorde con los hechos que admiten la siguiente síntesis:

  



Prestó sus servicios personales y remunerados en dicha empresa estatal entre el 6 de marzo de 2006 y el 30 de noviembre de 2015 como auxiliar administrativo; el 27 de enero del presente año, solicitó que se le expidiera copia íntegra y auténtica de su hoja de vida; mediante oficio 0190 del 5 de febrero de 2016, de manera inexplicable, se le negó tal súplica con la explicación de que en el área de recursos humanos no se halló y que nunca trabajó o fue contratado por esa entidad; contrario a esa afirmación, existen certificaciones expedidas por la entidad y por empresas de servicios temporales que ratifican que sí trabajó allí; esa respuesta, entonces, se presenta como una maniobra evasiva de las obligaciones que le atañen, pues la información sí reposa en esa dependencia, como lo pueden ratificar él mismo y la señora Ángela María Gutiérrez Loaiza, quienes elaboraron y tuvieron en su poder el expediente administrativo.
  



Pidió, por tanto, que se ordenara a la demandada resolver de fondo, en un término de 48 horas, de manera definitiva la petición radicada el 27 de enero de 2016, expidiendo la copia íntegra y auténtica de su hoja de vida, así como de los contratos y de todos los documentos que se encuentren en su expediente administrativo. 
  



Con la demanda, aportó copias, entre otras, de certificaciones laborales de varias asociaciones, del ente demandado que dio cuenta de prestación de sus servicios por medio de cooperativas, del respectivo derecho de petición y de su respuesta.
 



El Juzgado de primer grado admitió el libelo y corrió traslado a la accionada por el término de dos (2) días. El mismo fue descorrido por el gerente (e), quien dio cuenta de que la empresa dio respuesta de fondo a la solicitud del actor en los términos de ley,  en el sentido de que no se encontró la hoja de vida solicitada; y que si esa contestación no llenó sus expectativas, debió hacer uso del derecho de réplica, pero guardó silencio; que como existen certificaciones en donde las empresas temporales dan cuenta de relaciones laborales, son ellas las verdaderas empleadoras y las que tienen bajo su custodia los documentos solicitados; que no se cumple con el principio de inmediatez para la promoción de esa demanda y, por consiguiente, debe declararse improcedente.
 



Vino la sentencia que negó el amparo impetrado, porque la respuesta brindada al actor fue oportuna y de fondo; y no obstante que existe una certificación laboral expedida por la entidad demandada, la misma refiere que el actor sí prestó allí servicios, pero por medio de convenios de trabajo asociado y no directamente como empleado de planta del hospital, lo que denota que son otras entidades las llamadas a resolver las peticiones del actor, como efectivamente lo han hecho, acorde con los documentos que reposan en la foliatura; agregó que en la contestación no debe apremiarse sobre una que acoja las pretensiones del solicitante, pues lo que se busca es, cualquiera que sea su sentido, que se desate lo que es objeto de reclamación, como aquí ocurrió. 
   



Esa decisión dejó inconforme al demandante que la impugnó y expuso que con la misma certificación expedida por la accionada se demostró que sí prestó sus servicios en dicha entidad; que se pasó por alto la prueba testimonial que solicitó, lo que constituía un aspecto importante para dilucidar lo concerniente y que la demandada abusa de su posición dominante, ya que resulta inexplicable  que no exista la información requerida e insistió en que la contestación brindada corresponde a una maniobra evasiva y restrictiva. 
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

En este caso, Alfonso Uribe Aguirre, por medio de apoderado judicial, hace valer esencialmente el derecho de petición, cuyo núcleo esencial consiste en que las autoridades, o algunos particulares, respondan en tiempo y de manera concreta y exacta sobre lo que se les reclama; positiva o negativamente, pero en forma clara y completa, si bien no es posible por este medio imponer el sentido de la decisión que la autoridad deba adoptar; y, adicional a ello, que cumplan el deber de enterar al solicitante de la respuesta que se le brinda, pues, de lo contrario ningún efecto produciría.
  



Sobre el particular ha sido reiterativa la Corte Constitucional; en un pronunciamiento reciente
 recordó que:

13. El artículo 23 Constitucional establece que “toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular”. Las autoridades están en la obligación frente al ciudadano de dar una respuesta clara, de fondo y oportuna. La jurisprudencia de esta Corporación ha decantado también la responsabilidad de las entidades públicas respecto de la información que deben suministrar a los administrados, cuando estos hacen uso del derecho de petición.

14. En Sentencia T-1089 de 2001
, la Corporación sintetizó las reglas básicas que rigen el derecho de petición y las obligaciones derivadas de este, así: (i) el derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión, (ii) el núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido, (iii) la respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario, (iv) la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita, (v) este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine y (vi) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud.”
  



Descendiendo al caso concreto, halla la Sala que la razón está de parte del Juzgado, como quiera que no se ha quebrantado el derecho cuya protección se reclama. Así se afirma, porque, en verdad, con la respuesta brindada a la solicitud del 27 de enero de 2016, ajustada a lo que se verificó en el departamento de recursos humanos de la empresa, se le hizo saber, en forma oportuna que allí no se encontró el expediente (hoja de vida) requerido, y que se pudo evidenciar que no laboró para la entidad, bien por nombramiento, ya por contrato laboral, ora por prestación de servicios y, por tanto, era imposible entregar la documentación solicitada.
  



No obstante que el actor insiste en que ese contenido no se ajusta al verdadero sentido del derecho de petición, para la Sala, se itera, esa respuesta sí reúne las condiciones legales y jurisprudenciales para determinar que no hay de dónde endilgar la trasgresión que se achaca, pues, como viene de verse, se amolda a los parámetros señalados, si bien decide de fondo la cuestión planteada, es clara y precisa, en torno al requerimiento del caso, fue puesta en conocimiento del interesado y resulta congruente con lo invocado.

   



Ahora, que el accionante esté inconforme con la respuesta, ello, por sí solo, no le imprime un alcance vulnerador o trasgresor a la posición de la accionada. En eventos similares, ha dicho la Corte Constitucional que: 
                            

 “Sin embargo, ha de recordarse que la Corte también ha precisado que, ni el derecho de petición, ni la acción de tutela, tienen la virtualidad de obligar a las autoridades a lo imposible, como así lo indicó en la Sentencia T-464 de 1.996
:

                                  
“Ahora bien, una cosa es que resulte violado el derecho de petición cuando no se resuelve material y oportunamente acerca de la solicitud presentada y otra muy distinta que, ya respondido lo que la autoridad tiene a su alcance como respuesta, el peticionario aspire a que se le conceda forzosamente y de manera inmediata algo que resulte imposible.”
                                  
 (...)

                                        El derecho de petición no ha sido vulnerado y, por tanto, no cabe la protección judicial, pues la acción de tutela tampoco es procedente para alcanzar efectos fácticos que están fuera del alcance de la autoridad contra la cual se intenta.

                                       (..)

                                   
Se observa, así pues, que las diferentes autoridades administrativas presuntamente responsables para expedir la certificación requerida, realizaron las gestiones que estaban a su alcance, pretendiendo satisfacer al petente en su solicitud. La insuficiencia del material documental en disposición de los archivos y bajo su dependencia, para constatar dicha información, impidió otorgarla; por lo tanto, frente a la verificación de la posible vulneración del derecho de petición planteada ante los jueces de tutela, se encuentra que no era viable exigir una respuesta en el sentido esperado por el petente, en aras de lograr una protección del derecho, no obstante la inexistencia del correspondiente soporte documental, lo que en cierta forma podría llevar a un exceso de funciones administrativas, en virtud de órdenes judiciales de amparo de inmediato cumplimiento, con extralimitación de los alcances de la acción de tutela.

                                  Lo anterior adquiere mayor firmeza, al tener en cuenta que la finalidad que llevó al actor a ejercitar la petición, sobrepasaba la mera obtención del certificado de tiempo de servicio; su objetivo era el de comprobar dicho requisito y así alcanzar el reconocimiento y pago de la pensión de jubilación, aspecto sobre el cual, es necesario aclarar que contaba con otras formas de demostrarlo, haciendo uso de la prueba supletoria o, en su lugar, recurriendo a la vía judicial para demostrar el tiempo exacto de trabajo al servicio del Ministerio de Obras Públicas, mediante la práctica de distintos medios probatorios y con las garantías procesales suficientes que, para el efecto, consagra el ordenamiento jurídico vigente, lo que ha intentado hacer el accionante, según la información suministrada por él mismo”.
   

   
En tal orden de ideas, en el presente caso no hay cómo achacar la trasgresión denunciada en cabeza de la ESE Hospital Santa Mónica de Dosquebradas que, se insiste, luego de verificar en sus archivos, le indicó con toda precisión al solicitante que no contaba con los soportes pedidos.
                                  Ahora, yendo a los argumentos plasmados en el escrito de impugnación, en cuanto se hace referencia a que existe una certificación laboral expedida por la demandada con la que se demuestra la prestación de servicios, baste decir, como se dejó dicho en el fallo de primer grado, ello no significa que dentro del archivo de la empresa social repose la documentación personal requerida, pues, de esa misma constancia lo que queda en evidencia es que  su labor la desempeñó en el Hospital, pero por convenio con cooperativas. 

Y el reproche que se hace, porque el Juzgado se abstuvo de decretar la prueba testimonial, se viene a menos, ya que en el libelo se anunció que el objeto de la misma era demostrar que el accionante laboró en la ESE Hospital Santa Mónica de Dosquebradas, hecho que no está en discusión. 
  
En conclusión, no queda alternativa diversa a la de confirmar el fallo de primera instancia, como se hará.

   



DECISIÓN  

  



Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia del 29 de marzo de 2016, proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que Alfonso Uribe Aguirre, promovió contra la ESE Hospital Santa Mónica de Dosquebradas.
    



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

 



Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                    DUBERNEY GRISALES HERRERA   
  



� 	Sentencia T-404 de 2015


� 	MP. Manuel José Cepeda. En esta providencia la Corte estudió el caso de un ciudadano que mediante derecho de petición había solicitado al ISS se le informara sobre requisitos y procedimientos para acceder a la pensión de invalidez o en su defecto, sobre la indemnización sustitutiva. El ISS no dio respuesta a dicha solicitud. La Corte ordena a la entidad que, en un término de 48 horas, dé respuesta a las pretensiones del actor.


� M.P. Dr. José Gregorio Hernández Galindo.


� Sentencia T-412/98





